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Resumen

Desde su primera integración en 1996, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la  
Federación se ha consolidado como un auténtico tribunal de constitucionalidad en  
materia electoral, ejerciendo un control concreto sobre la constitucionalidad de los 
actos que resuelve. Esta posición lo ha llevado a conocer de asuntos en los que co-
lisionan principios, valores democráticos y derechos políticos fundamentales, los 
cuales pueden denominarse dilemas democráticos. Ante estas situaciones, la judica-
tura electoral debe actuar como jueza constitucional, guiada por un alto sentido de  
responsabilidad democrática. En este contexto, el presente trabajo propone un decálogo  
de recomendaciones dirigido a las juezas y los jueces constitucionales, con el objeti-
vo de orientar la resolución de dichos dilemas mediante criterios jurídicos robustos, 
fundados de manera argumentativa y constitucionalmente legítimos.

Palabras clave:	 justicia constitucional, principios democráticos, interpretación 
constitucional, justicia electoral, argumentación jurídica, dilemas 
democráticos.

Abstract

Since its first composition in 1996, the Mexican Electoral Court of the Federal Judiciary  
has established itself as a genuine constitutional court in electoral matters, exercising 
concrete control over the constitutionality of its adjudicated acts. This role has led to 
the addressing of cases involving conflicts between principles, democratic values, and 
fundamental political rights, giving rise to what may be termed democratic dilemmas. 
In such situations, the electoral judiciary must act as a constitutional judge guided by 
a strong sense of democratic responsibility. In this context, the present study propos-
es a decalogue of recommendations intended for constitutional judges, designed to 
guide the resolution of these dilemmas through robust, well-reasoned, and constitu-
tionally legitimate legal criteria.

Keywords:	 constitutional justice, democratic principles, constitutional interpretation, 
electoral justice, legal argumentation, democratic dilemmas.
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Introducción

esde su primera integración en 1996, el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación (tepjf) ha ejercido un 
control concreto de constitucionalidad por medio de sus  
sentencias. Este control se ha materializado mediante  
diversas técnicas interpretativas, tales como la interpre-

tación conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), la 
aplicación del principio pro personae y la implementación del test de proporcionalidad.  
En este sentido, la capacidad interpretativa de este órgano jurisdiccional le ha permitido  
consolidarse como un auténtico tribunal de constitucionalidad y convencionalidad.

Esta evolución ha situado a la justicia electoral mexicana como una parte sustantiva 
de la justicia constitucional. En consecuencia, el ejercicio de dicho control exige un 
actuar jurisdiccional responsable, profesional y, sobre todo, debidamente fundado y 
motivado en argumentos legales que aseguren la vigencia del principio de supremacía  
reglamentaria, así como el ejercicio pleno de los derechos políticos de la ciudadanía. 
De esta manera, se contribuye a fortalecer la calidad de la democracia electoral en 
México. El carácter constitucional del tepjf conlleva, por tanto, una elevada responsa-
bilidad institucional, así como desafíos que deben ser atendidos con rigor técnico y 
sensibilidad democrática.

En ese contexto, la función de las magistraturas electorales —en tanto juezas y jueces  
constitucionales— adquiere especial relevancia, pues deben resolver casos en los que 
se presentan auténticos dilemas democráticos. Estos dilemas exigen de la persona 
juzgadora un ejercicio refinado de interpretación de la carta magna, en el que se pon-
deren los principios y derechos en tensión.

Para efectos de este artículo, es necesario precisar que el concepto de democracia 
adoptado parte de una concepción procedimental o minimalista, es decir, como una 
forma de gobierno caracterizada por la celebración de elecciones libres, justas y pe-
riódicas. En palabras de Giovanni Sartori (1997, p. 42), “la democracia es un procedi-
miento para la formación del gobierno en el que los individuos adquieren el poder de 
decisión mediante una lucha competitiva por el voto popular”. Desde esta perspecti-
va minimalista, se analizan los dilemas democráticos que han surgido en el ámbito de 
la justicia electoral mexicana.

D
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¿Qué es un dilema democrático?

La Constitución mexicana reconoce y protege diversos principios democráticos  
que rigen el sistema electoral mexicano, tales como los de equidad, certeza, imparcial-
idad, legalidad, objetividad, sufragio universal, igualdad y paridad, entre otros. Estos 
principios, consagrados en el texto constitucional, orientan tanto la organización de 
los procesos electorales como la actuación de las autoridades competentes.

De acuerdo con Pedro Salazar, dichos principios constituyen “los presupuestos que hacen 
posible a la democracia; además, de que se establecen como un vínculo preventivo, que 
se autoimpone la comunidad para autoprotegerse y no perder el rumbo” (Salazar, 2007, 
p. 42). Por su parte, Jesús Orozco ha señalado que los principios funcionan como pará-
metros para la actuación de los órganos electorales, así como criterios interpretativos  
e integradores del orden jurídico electoral (Orozco, 2006, p. 280).

En ese sentido, los principios constitucionales otorgan coherencia y legitimidad al sis-
tema normativo democrático, al funcionar como directrices abstractas que orientan la 
interpretación y la aplicación de las normas en materia electoral.

Según Manuel Rosales (2009, p. 273), los principios constitucionales cumplen tres fun-
ciones esenciales:

1)	 Función creativa. El legislador debe inspirarse en los principios para positivizar 
normas acordes con el marco constitucional.

2)	 Función interpretativa. En la aplicación de la norma, el operador jurídico debe 
guiarse por los principios a fin de alcanzar una interpretación coherente y garan-
tista (Atienza, 2005).

3)	 Función integrativa. En casos de vacíos normativos, los principios permiten inte-
grar el derecho como un sistema completo y armónico.

Tanto la función interpretativa como la integrativa son fundamentales para la labor 
jurisdiccional y, por ende, para el funcionamiento efectivo del sistema democrático.

El tepjf, en su calidad de máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral, ha 
desarrollado en sus sentencias y criterios jurisprudenciales un control concre-
to de constitucionalidad, al interpretar y aplicar estos principios en casos específi-
cos mediante técnicas como la ponderación, el principio pro personae o el control de 
convencionalidad.

Cuando dos o más principios constitucionales democráticos entran en conflicto dentro  
de un caso concreto, corresponde al Tribunal Electoral realizar una labor de pondera- 
ción y armonización para determinar cuál debe prevalecer o cómo se pueden  
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compatibilizar. En estos escenarios es donde emerge lo que se denomina un dilema 
democrático.

Si bien el concepto es desarrollado específicamente para este trabajo, no se trata de 
una noción enteramente novedosa. Se refiere, en esencia, a los casos difíciles en los 
que la jueza o el juez debe ejercer un papel activo de interpretación constitucional y 
solución jurídica ante colisiones de principios o derechos fundamentales (Wróblewski,  
1985).

Desde una perspectiva filosófica, la Real Academia Española define dilema como una  
situación en la que se debe elegir entre dos opciones igualmente buenas o malas. 
De manera lógica, se trata de un razonamiento en el que una premisa plantea una 
disyuntiva y las restantes demuestran que ambas alternativas conducen a una mis-
ma conclusión.

Un dilema, en el ámbito filosófico-jurídico, es una situación de conflicto normativo o 
valorativo en la cual una persona jueza o agente jurídico debe elegir entre dos o más 
cursos de acción que se encuentran igualmente justificados por principios, normas o 
valores de la misma jerarquía, y donde cualquier decisión conlleva la necesidad de sa-
crificar de manera parcial o total uno de ellos.

Trasladando esta noción al ámbito constitucional-electoral, un dilema democrático 
puede entenderse como una situación jurídica compleja que surge cuando, al anali-
zar un caso concreto, se produce una colisión entre principios constitucionales, valo-
res democráticos o derechos políticos fundamentales de igual jerarquía. Esta tensión 
obliga a la jueza o al juez constitucional electoral a desplegar un ejercicio argumenta-
tivo sofisticado, que integre herramientas como la interpretación conforme, la ponde-
ración de principios y el control de convencionalidad, entre otros.

El objetivo de la resolución no debe limitarse a optar por uno de los valores en conflicto, 
sino, más bien, a preservar la integridad del orden constitucional democrático, garan-
tizar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y minimizar los efectos restrictivos 
sobre los principios sacrificados. La decisión debe ser jurídicamente razonable, viable 
de manera fáctica y justificable de modo democrático, considerando tanto sus efec-
tos inmediatos como su impacto institucional, jurisprudencial y social a largo plazo.

En suma, el dilema democrático constituye una prueba crítica del papel de quien juzga  
como actor político-jurídico en el marco de una democracia constitucional. Este debe  
actuar con responsabilidad democrática, visión integral del derecho y compromiso con 
la progresividad de los derechos humanos.

Con esta premisa, en las secciones siguientes se analizan algunos elementos que las 
juezas y los jueces constitucionales electorales deben considerar al enfrentar dile-
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mas democráticos, particularmente cuando se ven obligados a decidir entre princi-
pios o valores que, aun cuando están en tensión, poseen igual relevancia normativa. 
Para ello, es necesario precisar de manera previa qué se entiende por principios y  
valores democráticos.

Principios y valores  
democráticos

José Woldenberg sostiene que los principios y valores democráticos constituyen

las razones de fondo que les dan sentido político y moral, es decir, los principios y 
valores universales de la democracia moderna. Ello permitirá no sólo comprender 
mejor el significado de los comicios y sus resultados, sino también evaluarlos con 
mayor objetividad y saber qué se puede y qué no se puede esperar de los mismos. 
(Woldenberg, 1993, p. 22)

Más allá de las leyes y las reglas electorales, los principios y valores universales de la 
democracia constituyen su fundamento normativo. En efecto, pueden entenderse co-
mo los pilares sobre los que descansa el sistema democrático y que permiten explicar 
su funcionamiento y orientar su evolución.

Entre esos principios destacan la soberanía popular, la regla de mayoría y la protección 
de las minorías, así como la representación política. La democracia parte del supuesto de  
que el poder reside en el pueblo y que dicho poder se ejerce mediante procedimientos 
como el sufragio. No obstante, la regla de mayoría —método esencial de decisión en 
democracia— no debe conducir a la exclusión o vulneración de los derechos de las mi-
norías; por el contrario, estas deben ser consideradas en los procesos deliberativos, a 
fin de evitar la llamada “tiranía de la mayoría”.

El principio de representación política es igualmente fundamental. Por medio de elec-
ciones libres y periódicas, la ciudadanía elige a sus representantes, quienes toman de-
cisiones en nombre del pueblo, dentro del marco constitucional.

En lo relativo a los valores democráticos, Woldenberg, junto con Luis Salazar, advierte 
que la democracia moderna, aunque es esencialmente un método para formar gobier-
nos y autorizar políticas, se sustenta en un conjunto de valores ético-políticos. Estos 
valores hacen deseable y justificable el régimen democrático frente a sus alternativas  
históricas —como el autoritarismo o la dictadura—. A su juicio, tales valores deben ser 
objeto de reflexión racional y de deliberación pública, pues no se trata de preferencias  
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individuales o subjetivas, sino de principios que pueden y deben debatirse y fundamen-
tarse de manera razonada (Salazar y Woldenberg, 1993, p. 40).

Esos valores provienen en gran medida de los ideales de la Revolución francesa: liber-
tad, igualdad y fraternidad. A partir de ellos, se han derivado otros valores democráticos  
contemporáneos, como el pluralismo, la tolerancia y la gobernabilidad.

1)	 Libertad democrática. Incluye derechos como la libertad de pensamiento, expre-
sión, asociación y participación política; todos ellos son esenciales para garantizar  
la autodeterminación de la ciudadanía y el principio de soberanía popular.

2)	 Igualdad política. Implica que cada persona debe tener derecho a un voto que valga  
lo mismo que el de los demás, así como la garantía de acceso igualitario a los  
derechos y las obligaciones públicas. Esta igualdad es la base del pluralismo de-
mocrático.

3)	 Fraternidad. Es indispensable para el entendimiento democrático. Implica que los 
conflictos entre grupos o partidos se resuelvan mediante el diálogo, la legalidad 
y la cooperación, evitando divisiones irreconciliables.

Esos tres valores —libertad, igualdad y fraternidad— son pilares estructurales del sistema  
democrático. A ellos se deben añadir los derechos individuales, especialmente los  
derechos humanos, cuya garantía es una tarea permanente del Estado democrático.  
En particular, los derechos políticos (votar, ser votado y asociarse políticamente) deben 
entenderse como componentes esenciales del modelo democrático constitucional.

Sin embargo, en la práctica democrática, estos principios, valores y derechos pueden  
entrar en tensión en casos concretos. Aunque están llamados a coexistir de mane-
ra armónica, es posible que en determinadas circunstancias entren en conflicto. Es 
precisamente en estos casos cuando la jueza o el juez constitucional electoral debe  
intervenir para resolver las tensiones existentes, mediante técnicas de interpretación, 
ponderación y argumentación jurídica.

Los dilemas democráticos surgen cuando en un caso concreto —por su contexto, he-
chos y objeto del litigio— se presenta una colisión entre dos o más principios o valores  
democráticos o derechos políticos. Para resolverlos, quien juzga debe realizar una pon-
deración jurídica rigurosa, considerando los mandatos constitucionales, los efectos  
prácticos del fallo y la proyección jurisprudencial de la decisión.

El tepjf ha enfrentado diversos dilemas democráticos en su historia jurisdiccional. A 
continuación, se mencionan algunos ejemplos relevantes:
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1)	 En la nulidad de la elección de la gubernatura de Tabasco en 2000,1 el Tribunal pon-
deró entre el principio de conservación de actos públicos válidamente celebrados 
y el principio de libertad del sufragio. Privilegió este último y anuló la elección por 
violaciones graves a los principios democráticos.

2)	 En el caso Cherán,2 se produjo una colisión entre el principio de autodetermina-
ción de los pueblos indígenas y el sistema de partidos políticos. La Sala Superior 
reconoció el derecho de autodeterminación y permitió al pueblo de Cherán elegir 
a sus autoridades por usos y costumbres.

3)	 En el controvertido caso Bronco,3 la Sala Superior enfrentó una colisión entre el prin-
cipio pro personae y el derecho a ser votado frente al principio de certeza. El Tribunal 
privilegió el primero, al ordenar el registro de Jaime Rodríguez Calderón como candi-
dato independiente a la presidencia, a pesar de que no había cumplido los requisitos 
legales. Esta decisión fue ampliamente criticada, pues careció de sustento jurídico 
sólido y debilitó la figura de las candidaturas independientes.

Como se observa, la resolución de dilemas democráticos no siempre fortalece la ins-
titucionalidad democrática. En ocasiones, como en el caso del Bronco, puede debili-
tarla. Por ello, el papel de la jueza o el juez constitucional electoral es crucial. Su labor 
debe guiarse por principios de responsabilidad democrática, racionalidad jurídica y 
compromiso con el fortalecimiento del Estado constitucional, así como por una téc-
nica jurídica rigurosa.

1	 El 29 de diciembre de 2000, la Sala Superior resolvió el juicio de revisión constitucional  
SUP-JRC-487/2000 y SUP-JRC-489/2000 acumulados, mediante el cual se impugnaron las  
resoluciones emitidas por el Tribunal Electoral de Tabasco, que confirmaba la declaración de 
validez de la elección y la entrega de constancias de mayoría de Manuel Andrade Díaz, can-
didato electo a la gubernatura por el Partido Revolucionario Institucional. La sentencia del  
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación revocó las resoluciones del tribunal  
local, la declaración de la elección del gobernador y la constancia de mayoría que las autorida-
des locales habían expedido a favor del candidato triunfador, al anular dicha elección; con ello 
creó la llamada causal de nulidad abstracta.

2	 La sentencia SUP-JDC-9167/2011 surge a partir de la solicitud que realizaron integrantes de la 
comunidad indígena de Cherán, Michoacán, el 6 de junio de 2011, al Instituto Electoral de Mi-
choacán, para celebrar elecciones mediante sus usos y costumbres. Ante la negativa acudieron 
a la Sala Superior, que revocó la negativa y ordenó al instituto que se realizaran consultas a la 
población para determinar si se regirían bajo el sistema normativo indígena, lo que potenció el 
derecho a la autodeterminación de los pueblos originarios.

3	 En el marco del proceso electoral 2018, Jaime Heliodoro Rodríguez Calderón, el Bronco, im-
pugnó la negativa del Instituto Nacional Electoral para registrar su candidatura independiente 
a la presidencia de la república. La Sala Superior, por medio de la sentencia SUP-JDC-186/2018 
y su acumulado, resolvió revocar el acuerdo impugnado y ordenar al instituto su registro como 
candidato, a pesar de que no reunía las firmas necesarias y solicitadas por la ley.
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Decálogo para la jueza o el juez 
constitucional electoral frente  
a los dilemas democráticos

De cara a los dilemas democráticos que enfrenta cotidianamente la justicia electoral, 
es fundamental contar con ciertos estándares orientadores que las juezas y los jueces 
constitucionales en la materia puedan considerar al resolver casos en los que se pre-
senta una colisión entre principios, valores democráticos o derechos políticos. Estas  
situaciones demandan decisiones fundadas que, en la medida de lo posible, favorezcan  
el fortalecimiento del orden constitucional democrático.

En ese contexto, se propone un conjunto de lineamientos orientativos —no exhaus-
tivos— construidos a partir de las discusiones contemporáneas acerca de la técnica  
jurídica y la teoría de la argumentación, particularmente aquellas aplicables a los con-
flictos entre valores constitucionales. Tales criterios podrían ser útiles para guiar el  
razonamiento judicial en casos de alta complejidad jurídica e institucional, en especial 
cuando las decisiones de un tribunal tengan un impacto directo en el sistema electo-
ral mexicano y en el ejercicio efectivo de los derechos políticos.

Las recomendaciones que se presentan a continuación derivan del análisis de más 
de 20 sentencias relevantes, correspondientes a 6 casos emblemáticos resueltos por 
la Sala Superior del tepjf a lo largo de sus tres integraciones. El estudio comparado 
de estos precedentes permite extraer patrones argumentativos y buenas prácticas  
que pueden contribuir a consolidar una justicia electoral más coherente, legítima y 
sensible a los principios que la sustentan.4

Identificación del tipo de caso
Uno de los primeros pasos que debe realizar la persona operadora de justicia electoral 
al recibir un asunto o al revisar un proyecto de sentencia consiste en identificar el ti-
po de caso que se le presenta. Esta clasificación es esencial para definir la estrategia 
jurídica más adecuada y garantizar una respuesta jurisdiccional consistente, eficiente  
y respetuosa del marco constitucional.

4	 Como se mencionó, el análisis de los casos que aquí se presenta fue desarrollado originalmente  
en el marco de la tesis doctoral del autor, titulada El rol de la justicia electoral en el entorno de-
mocrático constitucional (Ojesto, 2023), específicamente en el capítulo quinto, denominado 
“Dilemas democráticos para la justicia constitucional electoral”. En este se estudian dos casos 
correspondientes a cada integración de la Sala Superior, en los que se identifican dilemas demo-
cráticos y se examina cómo fueron resueltos por el Tribunal Electoral; además, se señalan tanto 
los aciertos como los desaciertos en las decisiones adoptadas.
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Siguiendo al jurista polaco Jerzy Wróblewski (1985), los casos pueden dividirse en fáciles 
y difíciles, en función de la claridad normativa y del grado de interpretación que exijan.

Los asuntos fáciles son aquellos en los que el texto de la disposición normativa apli-
cable es claro, sin ambigüedad ni controversia respecto a su sentido. En tales casos, 
la solución puede derivarse directamente del silogismo jurídico clásico:

1)	 Premisa mayor. Es el supuesto normativo contenido en la ley.
2)	 Premisa menor. Son los hechos del caso concreto.
3)	 Conclusión. Es la consecuencia jurídica correspondiente.

Desde esta lógica, no se requiere un proceso interpretativo complejo, sino una sim-
ple subsunción.

Por su parte, los segundos, los casos difíciles, surgen cuando la disposición normativa 
es ambigua, insuficiente o inexistente (laguna legal), lo que exige de la persona jue-
za una labor interpretativa o integradora. Estos pueden presentarse en las siguientes  
situaciones:

1)	 Cuando el texto normativo plantea dudas o genera controversia, lo que requiere 
interpretación gramatical, sistemática o funcional.

2)	 Cuando no existe norma aplicable (prima facie), y es necesario recurrir a principios 
generales del derecho, a la analogía o a otras técnicas de integración normativa.

3)	 Cuando se identifica una colisión entre normas (antinomia), principios, valores o 
derechos, lo cual demanda ponderación y control de constitucionalidad o conven-
cionalidad.

Aplicación a la justicia electoral

En el ámbito de la justicia electoral, los casos pueden clasificarse de la siguiente 
manera:

1)	 Casos fáciles:
a)	 Cuando el texto legal aplicable resuelve el caso de manera directa, sin nece-

sidad de interpretación adicional.
b)	 Cuando existe jurisprudencia obligatoria del tepjf aplicable al caso.
c)	 Cuando hay un precedente judicial claramente análogo que permite aplicar 

el criterio de manera directa.

2)	 Casos difíciles:
a)	 Cuando existe una laguna normativa o la norma requiere una interpretación 

compleja.
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b)	 Cuando se plantea una posible inconstitucionalidad y se exige el control de 
constitucionalidad o convencionalidad.

c)	 Cuando se enfrentan normas contradictorias dentro del sistema jurídico  
electoral.

d)	 Cuando el caso presenta una colisión entre principios constitucionales,  
valores democráticos o derechos políticos, lo que configura un dilema  
democrático.

Importancia de la clasificación

La identificación oportuna del tipo de caso que enfrenta la jueza o el juez constitucio-
nal electoral tiene múltiples implicaciones:

1)	 Stare decisis. Permite verificar si existen criterios previos aplicables y, en su caso,  
garantizar coherencia y continuidad en la jurisprudencia del tribunal. Ello contri-
buye a fortalecer la certeza y seguridad jurídicas de las y los justiciables.

2)	 Economía procesal. En los casos fáciles, la resolución puede acelerarse mediante 
la aplicación directa de normas o precedentes. Como advertía Francesco Carnelutti  
(1946/2000, p. 15): “El proceso debe ser instrumento de justicia, pero también de 
economía; la justicia tardía no es justicia”. Esto es especialmente relevante en ma-
teria electoral, donde los plazos son perentorios y la celeridad es indispensable.

3)	 Definición de estrategia jurisdiccional. La tipificación del caso orienta la elaboración 
del proyecto de resolución. Si es un caso fácil, bastará con aplicar directamente  
la norma o el criterio jurisprudencial. Si es uno difícil, será necesario desplegar 
herramientas de argumentación jurídica más complejas, como la ponderación de 
principios y el control de convencionalidad.

4)	 Reconocimiento del dilema democrático. En algunos asuntos difíciles, quien juzga 
puede advertir una colisión entre principios democráticos de igual jerarquía. Iden-
tificar esta situación desde el inicio permite abordar el caso con una perspecti-
va más integral, orientada a preservar el equilibrio institucional, los derechos en 
juego y la legitimidad democrática de la resolución.

Identificación del dilema democrático
Una vez determinado que se trata de un caso difícil, corresponde a la jueza o el juez 
constitucional electoral identificar si el expediente plantea un dilema democrático.  
Para ello, es necesario realizar un análisis detallado del asunto a fin de determinar qué 
principios, valores democráticos o derechos políticos fundamentales se encuentran en 
juego y si existe entre ellos una tensión o colisión normativa.
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Los dilemas democráticos pueden aparecer de manera explícita, es decir, cuando son 
señalados directamente por las partes en su demanda, por terceros interesados o en 
el informe circunstanciado de la autoridad responsable. Sin embargo, también pue-
den presentarse de forma implícita, cuando no son denunciados expresamente, pero 
emergen del análisis judicial del expediente, y revelan una tensión subyacente entre 
normas o principios constitucionales de igual jerarquía.

Reconocer la existencia de un dilema democrático —ya sea de forma explícita o implí-
cita— facilita el enfoque del caso, ya que permite advertir a la persona juzgadora que, 
al resolver el asunto, podría afectarse negativamente alguno de los valores, principios 
o derechos involucrados. Esta advertencia es crucial para que la argumentación de la 
sentencia refleje una ponderación consciente y razonada de los elementos en conflicto.

Del mismo modo, la jueza o el juez deberá verificar si el criterio propuesto en su 
proyecto de sentencia podría, al ser adoptado, generar nuevas colisiones normati-
vas, comprometer la coherencia del sistema jurídico o afectar la certeza electoral. La  
detección oportuna de estas tensiones permitirá anticipar y mitigar los efectos nega-
tivos de la resolución, y, así, fortalecer la calidad democrática del fallo.

En ese sentido, la identificación clara del dilema democrático —ya sea en el expediente  
o en el desarrollo del proyecto— constituye una buena práctica judicial. Explicitar en 
la sentencia cuál fue el conflicto normativo enfrentado, cómo fue abordado y cuál  
fue la justificación para resolverlo de cierta manera no solo favorece la transparencia  
y la comprensión de la ratio decidendi,5 sino que también contribuye a la construc-
ción de criterios jurisprudenciales sólidos respecto a dilemas similares en el futuro.

Solución basada en la técnica jurídica
Una vez identificado un dilema democrático, la solución que proponga la jueza o el juez 
constitucional electoral deberá sustentarse en la técnica jurídica, entendida como el 
“arte de interpretación y aplicación de los preceptos del derecho vigente, dentro de un 
lugar y tiempo determinados” (García, 1987, p. 129). La técnica jurídica es, por lo tan-
to, un instrumento fundamental para la resolución de conflictos normativos y consti-
tuye una herramienta esencial en la función jurisdiccional.

Desde esa perspectiva, la jueza o el juez constitucional electoral debe utilizar todas las 
herramientas jurídicas a su alcance, así como los principios interpretativos aplicables  

5	 La ratio decidendi es un término en latín que se refiere a la razón o el principio jurídico funda-
mental en el que se basa la decisión de un tribunal. Es la parte esencial de un fallo judicial para 
la resolución del caso y tiene valor de precedente en futuros asuntos.
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al derecho electoral para abordar y resolver adecuadamente los dilemas que se le  
presenten. A continuación se enumeran algunas de las herramientas más relevantes:

1)	 Interpretación conforme a la Constitución. Busca armonizar el contenido de una 
disposición legal con el texto constitucional. Resulta útil para resolver dilemas en 
los que una norma infraconstitucional entra en tensión con un derecho, valor o 
principio constitucional.

2)	 Inaplicación de normas. Permite al juzgador realizar un control concreto de consti- 
tucionalidad. Se recurre a esta técnica cuando se identifica una norma incompa-
tible con la norma fundamental que no puede salvarse mediante interpretación, y  
por tanto debe ser inaplicada al caso concreto.

3)	 Control de convencionalidad. Consiste en interpretar las normas nacionales de confor-
midad con los tratados internacionales de derechos humanos de los que México forma 
parte. Esta herramienta es útil para resolver conflictos entre normas internas y dere-
chos consagrados en el sistema interamericano o en otros tratados internacionales.

4)	 Principio pro personae. Implica interpretar las normas de la forma en que más  
favorezca la protección y ejercicio de los derechos humanos. Este principio es par-
ticularmente relevante en dilemas democráticos que involucran derechos políticos 
fundamentales, considerados como derechos humanos.

5)	 Test de proporcionalidad. Es una metodología para resolver colisiones entre princi-
pios o para evaluar la validez de restricciones a derechos fundamentales. Permite 
identificar si una limitación legal supera los estándares de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. Es una herramienta clave para resolver con-
flictos entre derechos o entre derechos y principios.

6)	 Criterios clásicos de interpretación. Incluyen la interpretación gramatical, sistemáti-
ca y funcional, y son ampliamente utilizados por el tepjf para desentrañar el sentido 
de las normas electorales.6 Estos criterios ayudan a precisar el contenido normativo  
aplicable en casos complejos.

6	 Para mayor entendimiento de los criterios, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción ha definido cada uno:
1)	 Criterio de interpretación gramatical. Consiste en precisar el significado del lenguaje legal 

empleado en un determinado precepto jurídico, cuando genera dudas o produce confusio-
nes, ya sea porque alguno o algunos de los términos empleados por el legislador no están 
definidos dentro de un contexto normativo, o bien porque los vocablos utilizados tienen 
diversos significados.

2)	 Criterio de interpretación sistemática. Estriba en determinar el sentido y alcance de una 
disposición, a la luz de otras disposiciones o principios pertenecientes al mismo contexto 
normativo o sistema jurídico.

3)	 Criterio de interpretación funcional. Radica en tomar en cuenta los diversos factores rela-
cionados con la creación, la aplicación y el funcionamiento de la norma jurídica en cues-
tión, que no pertenezcan a los criterios de interpretación gramatical y sistemática.
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7)	 Ponderación de principios o valores. Cuando dos principios o derechos entran en 
colisión, la ponderación permite evaluar el grado en que cada uno se ve afecta-
do. Quien juzga debe optar por la solución menos restrictiva y que preserve, en 
la mayor medida posible, la vigencia de ambos. Esta decisión debe ser racional y 
justificada y no estar basada en criterios meramente subjetivos.

Adicionalmente, es fundamental considerar los principios interpretativos específicos 
en materia electoral. En este sentido, Robert Alexy (1988, p. 143) ha señalado que los 
principios jurídicos son mandatos de optimización, susceptibles de cumplirse en mayor 
o menor grado, en función tanto de las posibilidades fácticas como jurídicas.

Giovanni Figueroa (2023, pp. 551-600) ha identificado tres principios interpretativos 
aplicables en la jurisprudencia del tepjf:

1)	 Principio de interpretación conforme a la Constitución. Instrumento para preservar  
normas parcialmente inconstitucionales mediante una interpretación que las ha-
ga compatibles con el texto constitucional.

2)	 Principio de presunción de constitucionalidad. Supone una deferencia inicial hacia  
el legislador, asumiendo que las normas emitidas por el Congreso son válidas, salvo  
prueba en contrario.

3)	 Principio del argumento de autoridad doctrinal. Consiste en invocar, en las sen-
tencias, opiniones de juristas o especialistas que no son parte en el litigio, pero 
cuya autoridad doctrinal fortalece la fundamentación del fallo (Ezquiaga, 1985).

Estos y otros principios interpretativos, junto con las técnicas ya mencionadas, son un 
conjunto normativo y metodológico robusto que la jueza o el juez constitucional elec-
toral puede y debe utilizar al momento de resolver dilemas democráticos complejos.

Autores como Robert Alexy, Manuel Atienza, Luigi Ferrajoli y Jürgen Habermas han 
coincidido en señalar la importancia de la argumentación jurídica, la ponderación de  
valores, el garantismo judicial y la racionalidad de la jueza o el juez constitucional como 
condiciones necesarias para fortalecer la legitimidad de la jurisdicción constitucional.

En suma, la solución de un dilema democrático debe sustentarse en una técnica jurídica  
sólida, que combine criterios interpretativos, control constitucional y convencional, 
y herramientas argumentativas reconocidas en la doctrina y la jurisprudencia. Este 
enfoque no solo legitima las decisiones de la justicia electoral, sino que contribuye  
a preservar la integridad del sistema democrático y evita que las resoluciones  
judiciales deriven en actos discrecionales o injustificados que debiliten la confianza  
ciudadana.
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¿La solución propuesta afecta otros 
principios, valores o derechos?

Una vez que la jueza o el juez ha identificado un caso como un dilema democrático  
—es decir, una situación en la que colisionan dos o más principios, valores o derechos 
constitucionales—, la solución propuesta debe ir acompañada de un análisis detallado 
acerca de cómo y en qué medida dicha decisión afecta a cada uno de ellos, tanto en el 
caso concreto como en su proyección institucional y normativa.

Para ese fin, herramientas como el test de proporcionalidad y la ponderación de princi-
pios permiten valorar si la decisión, aunque legítima en términos constitucionales, puede  
generar efectos colaterales adversos al comprometer otros valores fundamentales del 
sistema democrático. Estas herramientas son indispensables para que la solución adop-
tada no solo sea jurídicamente viable, sino también razonable y legítima en el plano  
institucional.

Este análisis exige tener presente que las sentencias del tepjf —especialmente en  
casos paradigmáticos— sientan criterios que trascienden el caso particular. Por ello, 
la jueza o el juez debe anticipar las posibles repercusiones de su decisión y procurar 
que la afectación a otros principios o derechos sea mínima. Lo deseable, desde luego, 
es armonizar la aplicación de todos los principios involucrados; sin embargo, en los 
casos donde ello no sea posible, la decisión debe orientarse a minimizar el sacrificio 
de los valores afectados, conforme a un criterio de menor restricción y mayor protec-
ción al núcleo esencial de los derechos comprometidos.

Ejemplo 1. Suspensión de derechos  
políticos por proceso penal

En el contexto de la suspensión de derechos políticos de personas sujetas a proceso 
penal, el tepjf resolvió que el principio de presunción de inocencia podía ceder frente 
al de certeza electoral cuando la persona en cuestión se encontrara privada de su li-
bertad sin sentencia condenatoria. Esta decisión adoptó un enfoque consecuencialis-
ta, en tanto buscó garantizar la posibilidad material y jurídica de que, en caso de ser 
electa, dicha persona pudiera ejercer efectivamente el cargo.

Posteriormente, el Tribunal matizó su postura en el ámbito del derecho al voto de  
personas privadas de la libertad sin sentencia condenatoria. En este caso, se privilegió 
el ejercicio de derechos políticos sobre la certeza, al no existir impedimentos fácticos 
similares a los que enfrentaría un candidato electo en prisión. Esta evolución jurispru-
dencial refleja un esfuerzo por afectar en menor grado los principios comprometidos 
y ajustar la interpretación conforme a las circunstancias del caso.
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Ejemplo 2. El caso Bronco
En contraste, en el conocido caso del Bronco, el tepjf optó por maximizar el derecho 
a ser votado del aspirante, en detrimento del principio de certeza electoral, sin una 
fundamentación sólida ni una argumentación constitucional rigurosa. Esta decisión, 
basada en una aplicación subjetiva del principio pro personae, generó consecuencias 
negativas para el sistema democrático, al debilitar la figura de las candidaturas inde-
pendientes y restar eficacia a las reglas establecidas en la legislación electoral.

A diferencia del primer caso, en este asunto, el Tribunal omitió evaluar adecuadamente  
el impacto de su decisión sobre otros principios democráticos, lo que derivó en una 
pérdida de legitimidad del fallo y un precedente controvertido.

En conclusión, al resolver un dilema democrático, la jueza o el juez constitucional elec-
toral debe prever, valorar y justificar de manera explícita los posibles efectos de su de-
cisión sobre otros principios, valores o derechos fundamentales. Este análisis no solo 
es esencial para fortalecer la racionalidad y legitimidad de las resoluciones, sino tam-
bién para evitar que decisiones adoptadas en nombre de un derecho terminen erosio-
nando los pilares del sistema democrático en su conjunto.

Integralidad de la solución  
del dilema democrático

La jueza o el juez constitucional debe ejercer su función con una visión integral del 
derecho, entendida como la capacidad de articular armónicamente los principales 
enfoques teóricos que han dado forma al pensamiento jurídico contemporáneo: el 
iusnaturalismo racional, el iuspositivismo y el iusrealismo. Esta perspectiva permite 
a quien juzga impartir justicia de manera más completa, considerando no solo el con-
tenido normativo, sino también los valores protegidos y las consecuencias prácticas 
de sus decisiones.

En el contexto de los dilemas democráticos, esta visión integral se vuelve en especial 
relevante. La resolución de estos casos no puede limitarse a una aplicación mecánica 
de normas ni basarse solo en intuiciones valorativas o consecuencias pragmáticas. Por 
el contrario, exige un análisis complejo que integre las dimensiones normativa, valo-
rativa y fáctica del derecho, para así ofrecer una respuesta que sea jurídicamente vá-
lida, axiológicamente legítima y socialmente eficaz.
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Dimensión normativa  
(iuspositivismo)

La jueza o el juez debe ser garante del ordenamiento jurídico vigente, con especial  
énfasis en la supremacía de la Constitución y la coherencia del sistema normativo 
electoral. En los casos fáciles, ello supone aplicar directamente la norma. En los casos 
difíciles, deberá interpretar el marco legal y constitucional buscando su sentido más 
adecuado, respetando la voluntad del legislador, armonizando normas en conflicto y 
resolviendo lagunas jurídicas. Esta función refleja el enfoque positivista del derecho 
como sistema normativo dotado de racionalidad interna.

Dimensión axiológica  
(iusnaturalismo)

La persona jueza debe procurar que su decisión sea la más justa posible, protegiendo 
y haciendo efectivos los valores democráticos consagrados en la cpeum, así como los 
derechos políticos de la ciudadanía. Cuando se enfrentan principios en colisión, el fa-
llo debe buscar el menor sacrificio posible de los valores afectados, con un compro-
miso explícito con la protección de la dignidad humana, el pluralismo, la participación  
y la equidad. Esta dimensión refleja la influencia del iusnaturalismo racional, que sitúa 
la justicia como fundamento del derecho.

Dimensión fáctica y social  
(iusrealismo)

La persona juzgadora debe ser plenamente consciente de que sus decisiones tienen 
efectos concretos en la realidad democrática del país. No basta con que la solución 
sea jurídicamente coherente o moralmente defendible: debe ser también viable en la 
práctica y contribuir al fortalecimiento del sistema democrático. La jueza o el juez de-
be considerar tanto las consecuencias inmediatas en el caso concreto como el impacto 
institucional y social a largo plazo. Esta perspectiva —propia del iusrealismo— incor-
pora la experiencia y los hechos al razonamiento jurídico, al reconocer que el derecho 
opera en un contexto político, económico y social determinado.

Dicha concepción integral del derecho encuentra fundamento en teorías como la de 
los tres círculos de Eduardo García Máynez, que distingue entre el derecho positivo, el  
derecho vigente y el derecho natural; así como en la teoría tridimensional del dere-
cho de Miguel Reale, que plantea que el derecho se compone de norma, hecho y valor, 
en interacción constante.
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Adoptar esta perspectiva no implica una adhesión exclusiva a una corriente filosófi-
ca del derecho, sino el reconocimiento de que la función jurisdiccional constitucional  
—especialmente en el ámbito electoral— requiere una mirada compleja, crítica e inter-
disciplinaria, capaz de equilibrar las exigencias normativas, axiológicas y sociales en 
la solución de dilemas democráticos.

En suma, la jueza o el juez constitucional electoral debe ser consciente de que sus sen-
tencias generan efectos jurídicos, democráticos y sociales. Resolver con base en una 
visión integral del derecho no solo fortalece la argumentación y legitimidad de sus de-
cisiones, sino que también contribuye al fortalecimiento del sistema democrático. Una  
resolución que atiende a las tres dimensiones del derecho tiene mayor capacidad  
para garantizar certeza normativa, promover valores democráticos y generar impactos  
positivos en la vida institucional del país.

Definición de líneas jurisprudenciales  
y políticas judiciales

En la solución de dilemas democráticos, uno de los elementos que las juezas y los jue-
ces constitucionales electorales deben considerar es la congruencia de sus decisiones 
con los precedentes del órgano jurisdiccional. Al tratarse de un tribunal de constitucio-
nalidad y órgano terminal en la materia, las resoluciones del tepjf deben procurar una 
consistencia interna y externa que refuerce la certeza jurídica, la previsibilidad de las 
decisiones y, en consecuencia, la legitimidad del sistema electoral mexicano.

Por esta razón, se vuelve indispensable que el Tribunal Electoral defina líneas juris-
prudenciales y políticas judiciales claras, que orienten su actuación y fortalezcan  
el principio de stare decisis como mecanismo para garantizar estabilidad, coherencia 
y racionalidad en la función jurisdiccional constitucional.

Según el jurista colombiano Diego Eduardo López Medina, una línea jurisprudencial es 

una pregunta o un problema jurídico bien definido, bajo el cual se abre un espacio 
abierto de posibles respuestas [...] es una estrategia conveniente para graficar las 
soluciones que la jurisprudencia ha dado al problema y para reconocer si existe un 
patrón de desarrollo decisional. (López, 2019, p. 141)

Esta noción permite identificar las constantes y las variaciones en la interpreta-
ción judicial de ciertos temas, y da lugar a patrones normativos que orientan futu-
ras decisiones.
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Por su parte, la política judicial se refiere al conjunto de principios, criterios y decisio-
nes estratégicas que guían la actividad del Tribunal en su labor de administración de 
justicia. Esta política abarca aspectos como la protección de los derechos fundamen-
tales, la eficiencia procesal, la independencia judicial, la apertura institucional y la go-
bernanza democrática. Además, implica reflexionar acerca del papel del Poder Judicial 
frente a los demás poderes del Estado, así como respecto al impacto de sus decisio-
nes en el orden institucional.

Desde esa perspectiva, la construcción de políticas judiciales consistentes y líneas ju-
risprudenciales estables se convierte en una herramienta indispensable para dotar de 
legitimidad a la justicia electoral, así como para enfrentar de forma más coherente y 
sustentada los dilemas democráticos que se presentan en la práctica jurisdiccional.

El tepjf, desde su primera integración, ha desarrollado líneas jurisprudenciales y polí-
ticas judiciales orientadas principalmente a la progresividad de los derechos político- 
-electorales, promoviendo decisiones que no solo garantizan su ejercicio, sino que 
también los maximizan por medio de interpretaciones expansivas. Esta política ha 
permitido dotar de certeza al sistema electoral, en beneficio, en especial, de grupos 
discriminados de manera histórica, para quienes el Tribunal ha sido un actor clave en 
la construcción de una participación política más incluyente e igualitaria.

Asimismo, se han registrado cambios de política judicial relevantes, como el tránsito,  
en la primera integración, desde una visión formalista hacia una perspectiva ga-
rantista del derecho, lo que ha permitido consolidar la justicia electoral como una  
herramienta efectiva de protección de derechos.

En la segunda integración, se adoptó como política judicial la atención de asuntos relacio-
nados con pueblos y comunidades indígenas bajo una perspectiva intercultural, mientras 
que la tercera integración ha promovido un modelo de justicia abierta, orientado a acer-
car el Tribunal a la ciudadanía mediante transparencia, rendición de cuentas y participa-
ción, así como una clara línea jurisprudencial con perspectiva de género.

Por tanto, una buena práctica judicial consiste en que cada integración del tepjf defina, 
de forma deliberada y argumentada, sus propias políticas judiciales y líneas jurispruden-
ciales. Esto no significa una adhesión ciega a los criterios del pasado, sino un esfuerzo 
consciente por construir —a partir de nuevas reflexiones y realidades jurídicas, sociales 
y democráticas— un cuerpo jurisprudencial consistente, legítimo y sensible a las trans-
formaciones del entorno.

En este sentido, los dilemas democráticos, por su complejidad y su impacto estructu-
ral, pueden funcionar como casos fundacionales para la generación de nuevas líneas 
jurisprudenciales y para el rediseño de políticas judiciales que respondan a los desa-
fíos contemporáneos de la democracia electoral.
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Una visión de futuro acerca  
del criterio. Fórmula de la ley universal

En su obra Fundamentación de la metafísica de las costumbres, Immanuel Kant formula 
el imperativo categórico por medio de diversas proposiciones, entre las que destaca la 
conocida fórmula de la ley universal: “Obra sólo según aquella máxima por la cual pue-
das querer que al mismo tiempo se convierta en ley universal” (Kant, 1785/1921, p. 77).

Aunque en ese contexto Kant se refiere a la dignidad humana como fundamento de la  
moral, su planteamiento ofrece una proyección normativa aplicable al ejercicio de  
la judicatura constitucional. En particular, esta formulación puede servir como una 
guía ética y jurídica para la jueza o el juez constitucional electoral, quien —al resolver 
un dilema democrático— debe actuar con la conciencia de que su decisión trasciende 
el caso concreto y puede convertirse en precedente vinculante e, incluso, en modelo 
normativo para el diseño legislativo futuro.

Desde esta perspectiva, el criterio adoptado por un tribunal no debe ser únicamente 
válido y adecuado para el caso resuelto, sino también capaz de generalizarse, es de-
cir, de ser replicable en situaciones similares y de inspirar reformas legislativas que  
fortalezcan el orden democrático. Quien juzga, por lo tanto, no solo interpreta y aplica  
el derecho vigente, sino que contribuye activamente a su evolución y perfeccionamiento,  
participando de manera indirecta en el proceso de creación normativa.

En ese sentido, sería deseable que, al resolver dilemas democráticos, la jueza o el juez 
constitucional electoral se formule una pregunta orientadora: ¿el criterio que estoy 
adoptando podría, razonablemente, convertirse en norma general o inspirar una fu-
tura reforma legal?

Responder afirmativamente a esta pregunta implica que la decisión posee las condi-
ciones de claridad, coherencia, racionalidad jurídica y valor democrático suficientes 
como para trascender el caso específico y servir como base normativa para otros ac-
tores del sistema constitucional, incluido el legislador.

Numerosos criterios jurisprudenciales emitidos por el tepjf han sido, de hecho, toma-
dos en cuenta por el Congreso para impulsar reformas al marco normativo electo-
ral, en un diálogo virtuoso entre la justicia constitucional y el Poder Legislativo. Esto  
confirma que la jurisprudencia electoral no solo vincula a las autoridades judiciales y 
administrativas, sino que también puede constituir una fuente normativa orientadora  
para el diseño legislativo.

En consecuencia, al momento de resolver dilemas democráticos, la jueza o el juez de-
be tener una visión prospectiva de su criterio, considerando su aplicabilidad futura, 

Este apartado pertenece a la obra 
Revista Justicia Electoral 35, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2026. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



La justicia electoral frente a los dilemas democráticos

111
Justicia Electoral,  
núm. 35,  
ISSN 0188-7998,  
vol. 1,  
enero-junio, 2025.
Pp. 91-117.

su potencial para incidir en la evolución del orden jurídico y su capacidad para conso-
lidar una democracia más justa, inclusiva y funcional.

Limitar la argumentación jurisdiccional a la resolución puntual del caso, sin valorar su 
impacto estructural y su proyección normativa, puede debilitar la función de la jueza  
o el juez constitucional como garante del sistema democrático; por el contrario, cuan-
do obra conforme a máximas que podrían universalizarse como leyes generales —como 
proponía Kant—, fortalece su papel como constructor del derecho, como socio del legis-
lador y como agente activo en la transformación democrática del orden constitucional.

Monitoreo permanente de la ejecución  
y el cumplimiento de sus sentencias

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh) ha sostenido de forma 
reiterada que la responsabilidad del Estado no concluye con la emisión de una sen-
tencia definitiva, sino que se extiende a la garantía de su cumplimiento efectivo. De 
acuerdo con un criterio emitido por la Corte idh en 2006, el derecho a la tutela judi-
cial efectiva no se agota con la adopción de una decisión firme, sino que comprende 
también la fase de ejecución, la cual es indispensable para evitar que la resolución 
judicial se vuelva ilusoria o ineficaz en perjuicio de alguna de las partes (Caso Ace-
vedo Jaramillo y otros vs. Perú, 2006).

Ese principio tiene plena aplicación en el ámbito de la justicia electoral. En efecto, 
las juezas y los jueces constitucionales electorales deben asumir la responsabilidad  
activa de supervisar el cumplimiento de sus sentencias, especialmente en aquellos 
casos que involucran dilemas democráticos, dada su complejidad y su potencial im-
pacto estructural.

La función jurisdiccional no se agota en el momento de dictar sentencia. Por el contra-
rio, debe extenderse al seguimiento puntual, práctico y sostenido del cumplimiento de 
la resolución, y garantizar que el contenido de la decisión se traduzca efectivamente 
en la realidad jurídica y política. Si bien el tepjf cuenta con procedimientos formales,  
como los informes de cumplimiento y los incidentes de inejecución, estas herramientas  
deben complementarse con una actitud proactiva por parte del Tribunal, orientada a 
monitorear de forma permanente la materialización de sus fallos.

En ese sentido, la jueza o el juez constitucional electoral debe ejercer una función de 
garante del cumplimiento de sus propias decisiones, particularmente en aquellos ca-
sos en que se resuelven dilemas democráticos, debido a la trascendencia institucio-
nal y social de las sentencias emitidas.
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Dicho seguimiento permite, además, conocer de primera mano los efectos jurídi-
cos, prácticos y sociales de la resolución. Tal conocimiento es crucial para evaluar la  
eficacia de los criterios adoptados, detectar patrones de incumplimiento, identificar 
obstáculos sistemáticos en la implementación de los fallos y diseñar mecanismos ins-
titucionales que mejoren la ejecución de las resoluciones judiciales.

El cumplimiento efectivo de las sentencias fortalece la legitimidad del tribunal cons-
titucional, refuerza el Estado de derecho y contribuye a mejorar la calidad de la im-
partición de justicia. Asimismo, garantiza que la solución de los dilemas democráticos 
no se quede en el plano teórico o simbólico, sino que se consolide como una respues-
ta transformadora y eficaz en el ámbito institucional y democrático.

Por ello, una buena práctica judicial consiste en que la jueza o el juez constitucional 
electoral acompañe la ejecución de sus sentencias, especialmente en aquellos ca-
sos que involucran criterios novedosos o de alta complejidad democrática. Solo así se  
asegura que la función jurisdiccional cumpla plenamente su finalidad de proteger  
derechos, resolver conflictos normativos y contribuir al perfeccionamiento del sistema  
electoral.

Reflexión posterior respecto  
al dilema democrático y sus efectos

La resolución de un dilema democrático no solo tiene efectos jurídicos inmediatos  
en el caso concreto, sino que también puede transformar el sistema electoral en su 
conjunto, ya sea mediante la creación de jurisprudencia vinculante o por medio de  
su incorporación en reformas legislativas. En virtud de esta trascendencia, la jueza o 
el juez constitucional electoral debe realizar una reflexión posterior crítica acerca de 
los efectos que su decisión ha generado en diversas dimensiones del sistema jurídico, 
institucional, social y democrático.

Esa ponderación debe ser profunda, sistemática y multidimensional, orientada a evaluar  
tanto los alcances como los límites del criterio adoptado. A continuación, se proponen 
cinco enfoques para guiar este ejercicio de revisión:

1)	 Visión jurídica. Desde el punto de vista normativo, la reflexión debe centrarse en  
los efectos que la decisión ha tenido sobre el ordenamiento jurídico-electoral. ¿La 
sentencia ayudó a desentrañar el sentido de una norma ambigua? ¿Contribuyó a 
colmar una laguna jurídica? ¿Fortaleció la coherencia del sistema normativo o, por 
el contrario, generó incertidumbre interpretativa? También cabe evaluar si el fallo  
otorgó mayor vigencia al texto constitucional o si debilitó su fuerza normativa.
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2)	 Visión práctica. En términos operativos, debe analizarse si la solución del dilema 
facilitó o entorpeció la actuación de las autoridades electorales y la implementa-
ción de las medidas ordenadas. En un sistema donde los tribunales constitucionales  
resuelven casos concretos, es indispensable reflexionar acerca de la viabilidad 
práctica de sus decisiones y de su efectividad institucional. Ello permitirá identi-
ficar los criterios que contribuyen a mejorar la funcionalidad del sistema electoral  
y aquellos que pueden generar disfuncionalidades o resistencias.

3)	 Enfoque garantista. Desde una perspectiva de derechos humanos, el análisis debe 
considerar si la decisión adoptada logró garantizar, ampliar o maximizar el ejercicio 
de un derecho político, o si, por el contrario, implicó una restricción injustificada. 
Esta evaluación debe ir más allá de los efectos formales y atender los resultados 
fácticos, especialmente respecto de la eliminación de obstáculos y la promoción 
de condiciones reales de igualdad en el acceso a los derechos políticos.

4)	 Visión social. La sentencia también debe ser examinada desde su impacto en  
la sociedad, particularmente en lo que respecta a su potencial transformador. La 
justicia electoral, como parte del Estado constitucional democrático, debe ser un 
agente de cambio social. Por ello, es fundamental identificar si el fallo benefició 
efectivamente a sectores discriminados de manera histórica en su participación 
política y si contribuyó a ampliar los márgenes de inclusión y representación.

5)	 Perspectiva democrática. Por último, es necesario valorar si la resolución forta-
leció o debilitó la calidad democrática del sistema. Ello implica revisar si la deci-
sión contribuyó a mejorar la integridad electoral, a promover la construcción de 
la ciudadanía, a proteger el Estado de derecho, a garantizar la igualdad sustantiva  
en la participación política y, en general, a robustecer los principios y valores  
democráticos consagrados en la Constitución.

Ese ejercicio reflexivo tiene una dimensión interna y externa: por un lado, permite 
a quien juzga evaluar su propio desempeño jurisdiccional desde una lógica de res- 
ponsabilidad ética y democrática; por el otro, fomenta una cultura de autorreflexión 
institucional que contribuye a la evolución crítica de los tribunales constitucionales y 
a la legitimidad de su función.

La solución de los dilemas democráticos exige no solo argumentación jurídica ri- 
gurosa, sino también sensibilidad institucional ante los efectos que los fallos generan  
en el entorno normativo, político y social. Reflexionar acerca de ello, de forma per-
manente y consciente, es una práctica que fortalece el papel de la jueza o el juez  
constitucional electoral como garante de la justicia y constructor del orden democrá- 
tico constitucional.
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Asumir el rol de jueza  
o juez democrático.  
Responsabilidad democrática
A partir de las reflexiones previas, se concluye que la jueza o el juez constitucional 
electoral debe asumir con plena responsabilidad y compromiso el papel crucial que 
desempeña en el entorno democrático constitucional. La función jurisdiccional en ma-
teria electoral no es mecánica ni meramente técnica: ha demostrado tener un impacto 
directo y sostenido en la evolución del sistema democrático mexicano. Por ello, quie-
nes ejerzan este encargo deben ser plenamente conscientes del alcance institucio-
nal, jurídico y social de sus decisiones.

Cada sentencia representa una oportunidad y una obligación democrática. En conse-
cuencia, la jueza o el juez constitucional electoral debe actuar en cada caso con un 
alto sentido de responsabilidad democrática, con apego a la cpeum y a los principios 
fundamentales que esta consagra. Esto implica, entre otras cosas:

1)	 Fundamentar y motivar sus decisiones con técnica jurídica sólida y argumenta-
ción estructurada.

2)	 Identificar de forma precisa cuándo se enfrenta a un dilema democrático y qué 
principios, valores o derechos están en juego.

3)	 Adoptar una visión integral del derecho, que incorpore elementos normativos, 
axiológicos y fácticos.

4)	 Considerar que cada sentencia tiene efectos que trascienden el caso concreto, 
por lo que debe dictarse con una perspectiva de futuro y de diálogo institucional 
con la persona legisladora.

5)	 Mantener una sensibilidad social, en especial respecto a los sectores histórica-
mente excluidos de la participación política.

6)	 Monitorear el cumplimiento y la ejecución correctiva de sus sentencias, como parte  
del derecho a la tutela judicial efectiva.

7)	 Reflexionar de manera crítica y sistemática acerca de los efectos de sus decisio-
nes, en clave jurídica, social, práctica y democrática.

En suma, la judicatura electoral debe ejercer su función con una responsabili- 
dad democrática integral, orientada al fortalecimiento de los derechos, la legitimidad 
institucional y la calidad del régimen democrático. Su actuación ha sido y seguirá sien-
do fundamental en la construcción de una democracia constitucional efectiva, por lo 
que cada sentencia debe contribuir, y no debilitar, la confianza ciudadana, la equidad 
en las contiendas y la vigencia del Estado de derecho.
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Frente a los dilemas democráticos del presente y del futuro, la respuesta de las juezas 
y los jueces constitucionales electorales deberá estar siempre a la altura de su man-
dato: hacer justicia conforme a la cpeum y en favor de la democracia. 

La responsabilidad democrática de las juezas y los jueces constitucionales electorales 
deberá ser siempre guía en su actuar.

Últimas reflexiones
Al erigirse como intérpretes de la cpeum, garantes de los derechos políticos de la ciudada- 
nía y protectores de las minorías políticas, las juezas y los jueces electorales desempeñan  
un papel esencial en el funcionamiento de la democracia constitucional mexicana. Con 
frecuencia, los casos que llegan a su conocimiento plantean dilemas democráticos en los 
que entran en conflicto dos o más principios, valores o derechos políticos de igual jerar-
quía. Estos asuntos exigen un ejercicio riguroso de interpretación constitucional, susten-
tado en técnica jurídica, sensibilidad democrática y visión institucional.

Frente a esta realidad, la justicia constitucional electoral debe asumir de forma explícita su 
labor protagónica en el fortalecimiento del sistema democrático. De ahí la importancia de 
contar con una magistratura electoral profesional, imparcial e independiente, capaz de en-
frentar con legitimidad y solidez los retos que plantean el pluralismo político y la comple-
jidad normativa.

El decálogo que aquí se ha presentado constituye una propuesta de lineamientos orien-
tadores, que pueden servir como herramienta de reflexión y acción para las juezas y 
los jueces electorales al momento de resolver casos especialmente complejos. Estos  
lineamientos tienen como objetivo fortalecer los criterios judiciales y fomentar  
una responsabilidad democrática consciente y deliberada. La toma de decisiones en 
estos contextos debe considerar no solo los efectos jurídicos inmediatos, sino también 
las consecuencias estructurales para el sistema electoral mexicano.

En ese sentido, es fundamental que la judicatura electoral asuma su función con un alto 
sentido de compromiso con la democracia. Sus decisiones deben orientarse a preser-
var y mejorar la calidad del régimen democrático, reconociendo que el Poder Judicial 
electoral no es ajeno al diseño institucional, sino un actor clave en la consolidación del 
Estado constitucional de derecho.

La experiencia de las últimas décadas demuestra que la justicia electoral ha desem-
peñado, en términos generales, un papel positivo en la evolución de la democracia 
mexicana. Por ello, es indispensable continuar fortaleciendo tanto a las instituciones 
electorales como a la judicatura constitucional electoral, así como asegurar que estén  
a la altura de los desafíos presentes y futuros.
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